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Informe de Visita Ad Hoc 

Visita en contexto de emergencia regional: Complejo 

Penitenciario Bío Bío 

Marzo 2026 

I. Antecedentes  

En enero de 2026 se registraron incendios forestales en la Región del Biobío. En ese contexto, el Comité 

para la Prevención de la Tortura (CPT) realizó una visita preventiva ad hoc al Complejo Penitenciario Biobío, 

ubicado en la comuna de Concepción. La visita se efectuó en ejercicio de las atribuciones establecidas en el 

artículo 3 de la Ley N° 21.154 y en el marco del mandato previsto en el Protocolo Facultativo de la 

Convención contra la Tortura (OPCAT). 

La visita tuvo por finalidad examinar la adopción y operatividad de las medidas institucionales destinadas a 

proteger la integridad física y psíquica de las personas privadas de libertad y del personal penitenciario 

frente a riesgos ambientales derivados de incendios forestales en el entorno regional, así como evaluar la 

suficiencia de los planes de contingencia previstos para escenarios de emergencia. 

El Complejo Penitenciario Biobío, ubicado en la comuna de Concepción y conocido comúnmente como 

Cárcel “El Manzano”, constituye una unidad de alta complejidad operacional dentro del sistema 

penitenciario regional. El establecimiento está integrado por el Centro de Cumplimiento Penitenciario (CCP) 

Concepción y el Centro de Cumplimiento Penitenciario (CCP) Biobío, con una capacidad total aproximada de 

3.034 personas privadas de libertad, imputadas y condenadas, de sexo masculino y femenino. 

En contextos de privación de libertad, las personas internas se encuentran en una situación de especial 

sujeción y dependen íntegramente de la actuación diligente de las autoridades para su protección frente a 

amenazas externas. Por esta razón, desde el enfoque preventivo previsto en el OPCAT, el análisis de riesgos 

asociados a eventos ambientales debe considerar no solo la amenaza inmediata que estos representan 

para el establecimiento, sino también los riesgos secundarios que pueden derivarse de las decisiones 

institucionales adoptadas para enfrentarlos, tales como evacuaciones, traslados o modificaciones 

extraordinarias del régimen interno. 

En establecimientos de estas características, la eventual activación de un plan de evacuación, parcial o 

total, implica desafíos logísticos y de gestión interna que pueden alterar transitoriamente las dinámicas 

ordinarias de seguridad, tales como la apertura simultánea de módulos, la movilidad extraordinaria de 

población penal y la redistribución hacia otros recintos. Desde la perspectiva preventiva, la consideración de 

estas variables estructurales resulta necesaria para evaluar la coherencia, viabilidad y suficiencia de la 

planificación institucional ante escenarios de emergencia. 

La consideración de estos elementos responde a la necesidad de incorporar factores estructurales del 

sistema penitenciario en el análisis prospectivo de riesgos, conforme al mandato preventivo del Comité y a 

los estándares internacionales aplicables en materia de protección de personas privadas de libertad. 
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II. Objetivos de la visita 

El propósito de la visita fue examinar la operatividad de las medidas institucionales adoptadas para 

enfrentar el riesgo derivado de los incendios forestales registrados en el entorno regional, así como evaluar 

la suficiencia y capacidad de ejecución de los planes de contingencia previstos para escenarios de 

emergencia que pudieran afectar el funcionamiento del establecimiento. 

De conformidad con el artículo 3 de la Ley N° 21.154 y con los artículos 1 y 19 del Protocolo Facultativo de 

la Convención contra la Tortura (OPCAT), el mandato del Comité comprende la identificación y evaluación 

de factores de riesgo que puedan afectar a personas privadas de libertad, incluso cuando no se haya 

materializado un daño concreto. En este contexto, la visita se orientó a examinar si las medidas adoptadas 

frente a la emergencia ambiental permitían prevenir riesgos previsibles que pudieran afectar a las personas 

bajo custodia. 

Desde el enfoque preventivo que orienta el OPCAT, el análisis no se limita al riesgo inmediato asociado al 

evento ambiental, sino que debe considerar también los riesgos secundarios que pueden derivarse de las 

decisiones institucionales adoptadas para enfrentarlo. Entre ellas se incluyen, particularmente, la eventual 

activación de planes de evacuación, la ejecución de traslados extraordinarios de población penal y la 

adopción de medidas excepcionales de gestión interna. 

En este marco, el examen se orientó a evaluar la suficiencia material de los planes de contingencia, su 

coherencia operativa y su capacidad real de ejecución bajo condiciones de crisis. Asimismo, se 

consideraron las condiciones del entorno del establecimiento, los mecanismos de coordinación institucional 

previstos para la gestión de emergencias y los posibles efectos que dichas medidas podrían generar en la 

población penal. 

Este examen se enmarca en los estándares internacionales aplicables en materia de protección de 

personas privadas de libertad, particularmente en las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 

Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela), que consagran el respeto a la dignidad inherente de 

toda persona privada de libertad (Reglas 1 y 2) y establecen el deber del Estado de garantizar condiciones 

que no comprometan su salud (Regla 24). Asimismo, las Directrices sobre los Mecanismos Nacionales de 

Prevención del Subcomité para la Prevención de la Tortura señalan que la función preventiva exige evaluar 

no solo la existencia formal de protocolos, sino también su efectividad práctica para prevenir daños 

previsibles, especialmente en contextos de emergencia o crisis. 

III. Metodología de la visita 

Para dar cumplimiento a los objetivos de la visita, se aplicó una metodología basada en observación directa, 

entrevistas técnicas con autoridades institucionales y análisis de antecedentes proporcionados durante la 

jornada. 

La visita se realizó el 20 de enero de 2026 por una comisión integrada por Karen Espínola Solar, Presidenta 

del Comité para la Prevención de la Tortura, y Daniel Soto Muñoz, integrante experto del Comité encargado 

del área penitenciaria. 
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La delegación fue recibida por la Subdirectora Operativa de Gendarmería de Chile, Coronel María 

Angélica Aguirre Cárdenas; por la Directora Regional del Biobío, Coronel Angélica Briones Castillo; y por la 

jefa del Departamento de Control Penitenciario, Coronel Fabiola Valladares Álvarez. Asimismo, participaron 

en la recepción integrantes de la plana mayor constituida para la gestión de la contingencia, junto con la 

jefatura local subrogante del establecimiento. Las autoridades presentes facilitaron el desarrollo de la visita 

y proporcionaron antecedentes relevantes sobre las medidas adoptadas en el contexto de la emergencia. 

El acceso al recinto fue irrestricto y no se registraron limitaciones al ejercicio del mandato preventivo del 

Comité. La delegación pudo desplazarse por los sectores pertinentes al objeto de la visita y sostener 

reuniones técnicas con las autoridades competentes sin restricciones indebidas. 

Atendida la naturaleza del riesgo evaluado, el examen se orientó a analizar tanto las condiciones materiales 

del entorno del establecimiento como los mecanismos institucionales de preparación y respuesta frente a 

eventuales emergencias. 

Con este propósito, se efectuó un recorrido perimetral del recinto, incluyendo las vías internas donde se 

emplazan las torres o garitas de vigilancia y los sectores externos colindantes, caracterizados por la 

presencia de un camino público, laderas y vegetación adyacente. Este recorrido permitió observar factores 

ambientales relevantes, el estado de los cortafuegos y las condiciones de exposición del establecimiento al 

riesgo de propagación de incendios. Asimismo, se realizaron observaciones directas del entorno inmediato 

y de las condiciones ambientales existentes al momento de la visita. 

Durante la jornada se sostuvieron reuniones y conversaciones técnicas con autoridades responsables de la 

gestión operativa de la emergencia, con especialistas institucionales a cargo de brigadas contra incendios, 

con la jefatura de procedimientos especiales y con la encargada del área de derechos humanos. Estas 

instancias permitieron conocer los criterios de activación de los planes de contingencia, los mecanismos de 

coordinación interna y externa, las medidas adoptadas para la mitigación del riesgo y las salvaguardas 

implementadas respecto de la población penal. 

La información recabada se basó en la observación directa, el análisis de antecedentes proporcionados 

durante la visita y el contraste de la información entregada por distintos niveles de responsabilidad 

institucional, en coherencia con el enfoque preventivo que orienta la actuación del Comité. 

IV. Marco normativo institucional aplicable en caso de incendios 

El análisis efectuado por el Comité se enmarca en el mandato preventivo establecido en la Ley N° 21.154 y 

en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura (OPCAT), que faculta al Comité para examinar 

las condiciones de privación de libertad y evaluar factores de riesgo que puedan afectar a las personas bajo 

custodia del Estado. Desde este enfoque, el examen considera no sólo la existencia formal de normas o 

protocolos, sino también su capacidad efectiva para prevenir daños previsibles en contextos de crisis o 

emergencia. 

En el ámbito institucional, Gendarmería de Chile cuenta con disposiciones internas destinadas a regular la 

respuesta frente a eventos críticos que puedan afectar el funcionamiento de los establecimientos 

penitenciarios. Entre ellas se encuentra la Resolución Exenta N° 6479 de 2009, que aprueba el Manual de 

Procedimientos Penitenciarios, instrumento que clasifica los incendios como situaciones críticas que 
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requieren la activación de protocolos operativos específicos orientados a resguardar la seguridad del 

establecimiento y la integridad de las personas bajo custodia. 

No obstante, desde la perspectiva preventiva que orienta la actuación del Comité, la evaluación de estos 

instrumentos no se limita a constatar su existencia normativa. El análisis se orienta a examinar su nivel de 

actualización, difusión interna, entrenamiento asociado y capacidad de ejecución bajo condiciones reales de 

emergencia. 

En este sentido, la eficacia de un protocolo no se mide únicamente por su diseño normativo, sino por su 

operatividad concreta. La observación realizada durante la visita consideró, entre otros aspectos, la 

funcionalidad de las vías de evacuación, el estado y mantención de las redes húmedas y secas, la claridad 

en la definición de responsabilidades jerárquicas y cadenas de mando, la coordinación interna entre mandos 

operativos y la articulación con organismos externos especializados en la gestión de incendios y 

emergencias. 

El análisis se orientó, por tanto, a examinar la coherencia entre el marco normativo institucional previsto 

para escenarios de incendio y su implementación práctica en el contexto específico de la emergencia 

regional observada, atendiendo especialmente a su capacidad para prevenir daños previsibles a las 

personas privadas de libertad. 

V. Hallazgos 

En el marco de la visita realizada, el Comité para la Prevención de la Tortura identificó los siguientes 

hallazgos. Mediante la remisión del presente informe se iniciará un proceso de diálogo institucional con 

Gendarmería de Chile respecto de las materias observadas, el cual incluirá la comunicación de estos 

antecedentes a la autoridad nacional de la institución para su conocimiento y seguimiento. 

5.1. Gestión institucional de la contingencia 

Durante la visita se constató la existencia de una planificación institucional orientada a enfrentar el 

escenario de emergencia asociado a los incendios forestales registrados en la región. Según lo informado 

por las autoridades, la estrategia institucional prioriza mantener el funcionamiento regular del 

establecimiento mediante medidas de mitigación y control del riesgo, considerando la evacuación total 

únicamente como una alternativa de último recurso ante un eventual agravamiento de la situación. 

En este contexto, se verificó la adopción de diversas medidas destinadas a reforzar la capacidad operativa 

del establecimiento, incluyendo el apoyo de contingente adicional y recursos logísticos complementarios. 

Asimismo, se constató la existencia de coordinación con autoridades competentes en materia de gestión de 

emergencias, lo que permitió reforzar acciones preventivas tales como la revisión de espacios colindantes, 

el fortalecimiento de cortafuegos y la mitigación de carga combustible en sectores aledaños. Estas 

acciones fueron corroboradas mediante observación directa del perímetro del establecimiento. 

Se informó también la adopción de medidas sanitarias preventivas frente a la eventual exposición a humo, 

incluyendo la disponibilidad de insumos de protección y apoyo específico para personas con enfermedades 

respiratorias. 
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Durante la visita se informó igualmente que, en el contexto de la emergencia, se adoptaron medidas 

temporales respecto del régimen de visitas y audiencias con el objeto de resguardar la seguridad del 

establecimiento y facilitar la gestión operativa de la contingencia. Sin embargo, no fue posible verificar la 

existencia de mecanismos alternativos de comunicación que permitieran mantener informadas a las 

personas privadas de libertad y a sus familiares respecto de la evolución de la situación y de las medidas 

adoptadas por la autoridad penitenciaria. Desde una perspectiva preventiva, la disponibilidad de canales de 

comunicación claros y oportunos hacia las familias constituye un elemento relevante para reducir la 

incertidumbre y prevenir tensiones adicionales al interior de los establecimientos penitenciarios en 

contextos de emergencia. 

Desde una perspectiva preventiva, el conjunto de estas acciones evidencia una respuesta institucional 

orientada a reducir la probabilidad de afectación directa por el riesgo ambiental y a mantener condiciones 

de estabilidad institucional mientras la emergencia se encontraba en evolución. 

 

Fotografía tomada durante la visita de monitoreo del Comité para la Prevención de la Tortura (CPT) 20 de enero de 

2026. 

5.2. Plan de evacuación del establecimiento y criterios de priorización 

Durante la visita se examinó el plan de evacuación previsto para el establecimiento, constatándose que este 

se encuentra estructurado sobre la base de una identificación actualizada de la población penal y de 

criterios de priorización asociados a condiciones de salud, edad y otras situaciones de especial 

vulnerabilidad. En particular, se informó la existencia de registros que permitirían identificar a personas que 

requerirían traslado prioritario en caso de agravamiento del riesgo. 

El plan contempla distintas alternativas de redistribución de la población penal, incluyendo traslados a otros 

recintos previamente coordinados y opciones transitorias en espacios externos evaluados en términos 

generales de seguridad. La ejecución de dichos traslados considera mecanismos de coordinación 
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interinstitucional destinados a asegurar condiciones adecuadas de desplazamiento en un contexto de 

emergencia regional. 

No obstante, se indicó que la implementación completa de un escenario de evacuación total implicaría 

desafíos logísticos relevantes, particularmente en términos de disponibilidad de transporte, organización 

operativa y aseguramiento de condiciones de seguridad durante traslados masivos. Desde una perspectiva 

preventiva, la relación entre planificación teórica, recursos disponibles y tiempos efectivos de ejecución 

constituye un elemento crítico para evaluar la suficiencia del plan, especialmente ante escenarios de rápida 

evolución del riesgo ambiental. 

Asimismo, si bien el plan contempla criterios generales de priorización asociados a condiciones de salud, 

edad y otras situaciones de vulnerabilidad, no fue posible verificar la existencia de protocolos operativos 

diferenciados para determinados grupos con necesidades específicas. Desde una perspectiva preventiva, la 

planificación de evacuaciones en contextos de privación de libertad debiera considerar medidas específicas 

para personas adultas mayores, personas con discapacidad, personas con enfermedades crónicas que 

requieren medicación continua y mujeres embarazadas, a fin de asegurar que los procedimientos de 

traslado puedan ejecutarse de manera segura y compatible con sus condiciones particulares. 

Considerando que la eventual evacuación del establecimiento implicaría necesariamente la redistribución 

de la población penal hacia otras unidades del sistema penitenciario, resulta igualmente relevante examinar 

la capacidad del sistema regional para absorber traslados extraordinarios en contextos de emergencia. 

5.3. Capacidad regional de redistribución penitenciaria 

El análisis efectuado durante la visita permite advertir que la planificación de evacuación del 

establecimiento se encuentra principalmente centrada en los procedimientos internos de traslado y 

priorización de personas privadas de libertad, sin que haya sido posible verificar la existencia de una 

evaluación sistemática y actualizada de la capacidad del sistema penitenciario regional para absorber 

traslados extraordinarios en caso de una contingencia de mayor magnitud. 

En escenarios de evacuación total o parcial de un establecimiento penitenciario, la viabilidad operativa de 

los traslados depende no solo de la planificación interna del recinto afectado, sino también de la 

disponibilidad de cupos y de las condiciones de funcionamiento de los establecimientos receptores. En este 

sentido, los niveles de ocupación existentes en diversas unidades penitenciarias de la región podrían limitar 

la capacidad de redistribución intrarregional de población penal en un escenario de emergencia. 

Desde una perspectiva preventiva, la planificación de emergencias en contextos de privación de libertad 

requiere considerar no solo la gestión inmediata del establecimiento afectado, sino también la capacidad 

del sistema penitenciario en su conjunto para responder a traslados extraordinarios sin generar riesgos 

adicionales para las personas privadas de libertad ni afectar las condiciones de funcionamiento de otros 

recintos. 

En este contexto, la incorporación de análisis prospectivos que contemplen escenarios de redistribución 

regional o interregional aparece como un elemento relevante para fortalecer la planificación institucional 

frente a emergencias de mayor escala. 
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5.4. Entorno perimetral del establecimiento 

Durante la visita se realizó un recorrido perimetral exterior del establecimiento con el objeto de observar las 

condiciones del entorno inmediato del recinto. En dicho recorrido se constató la existencia de un camino 

perimetral de circulación y de un canal de drenaje paralelo al muro exterior del establecimiento, los cuales 

configuran una franja relativamente despejada entre la infraestructura penitenciaria y los sectores 

colindantes. 

Asimismo, se observó que en distintos puntos del entorno inmediato existen laderas con presencia de 

vegetación natural, matorrales y zonas con vegetación seca. En las partes superiores del relieve se 

identifican además áreas con presencia de masa forestal continua, características propias del paisaje del 

sector en que se emplaza el recinto penitenciario. 

Durante el recorrido también se advirtió la presencia de residuos dispersos en algunos sectores del entorno 

exterior del muro perimetral, así como áreas con vegetación seca en las laderas cercanas al recinto. Estas 

condiciones se observaron especialmente en sectores donde el entorno inmediato del establecimiento se 

encuentra expuesto a áreas de vegetación natural o forestal. 

Si bien la franja inmediata al muro presenta espacios relativamente despejados asociados al camino 

perimetral y al canal de drenaje, las condiciones del entorno natural circundante constituyen un elemento 

relevante a considerar en la evaluación preventiva del riesgo frente a incendios forestales. 

Desde una perspectiva preventiva, la gestión de este tipo de riesgos requiere considerar no sólo las 

condiciones internas del establecimiento penitenciario, sino también las características del entorno 

territorial en el que este se emplaza, especialmente cuando su mantención y manejo pueden involucrar 

competencias de distintas autoridades públicas. 

VI. Conclusiones 

La visita realizada permitió constatar que el Complejo Penitenciario Biobío se encontraba operando de 

manera estable durante el periodo de emergencia regional provocado por los incendios forestales que 

afectaban a la Región del Biobío. Durante el monitoreo se verificó la existencia de medidas institucionales 

orientadas a la gestión de la contingencia, incluyendo acciones de coordinación con autoridades 

competentes en materia de emergencias, la adopción de medidas preventivas en el entorno del 

establecimiento y la planificación de alternativas de evacuación en caso de agravamiento del riesgo 

ambiental. 

Desde una perspectiva preventiva, estas medidas evidencian una respuesta institucional activa orientada a 

resguardar la seguridad del recinto y a proteger la integridad física y psíquica de las personas privadas de 

libertad y del personal penitenciario. Asimismo, se constató la disposición de las autoridades locales y 

regionales de Gendarmería de Chile para facilitar el trabajo del Comité y proporcionar información sobre la 

planificación institucional adoptada frente al escenario de emergencia. 

Sin perjuicio de lo anterior, el análisis realizado permitió identificar algunos aspectos que podrían fortalecer 

la planificación institucional frente a escenarios de emergencia de mayor magnitud. En particular, se 
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observaron desafíos asociados a la capacidad operativa para ejecutar evacuaciones extraordinarias del 

establecimiento, a la incorporación de medidas específicas para grupos con necesidades particulares en los 

procedimientos de traslado, a la evaluación de la capacidad del sistema penitenciario regional para 

absorber redistribuciones extraordinarias de población penal y a la gestión preventiva del entorno territorial 

en el que se emplaza el recinto. 

Desde el enfoque preventivo que orienta el mandato del Comité, la identificación temprana de estos 

factores resulta relevante para fortalecer la preparación institucional frente a eventos de emergencia y 

reducir la exposición de las personas privadas de libertad a riesgos previsibles derivados de fenómenos 

ambientales de gran escala. Lo anterior adquiere especial relevancia considerando que las personas 

privadas de libertad dependen íntegramente de la capacidad del Estado para garantizar su protección frente 

a amenazas externas que puedan afectar los establecimientos de custodia. 

VII. Recomendaciones 

Las recomendaciones que se presentan a continuación se formulan en el marco del mandato preventivo del 

Comité para la Prevención de la Tortura y tienen por objeto fortalecer las capacidades institucionales 

destinadas a prevenir riesgos que puedan afectar a personas privadas de libertad en contextos de 

emergencia ambiental. 

El presente informe será remitido, según corresponda, a las autoridades competentes para la 

implementación de las medidas señaladas, particularmente a Gendarmería de Chile, a la Delegación 

Presidencial Regional del Biobío y a la Ilustre Municipalidad de Concepción. 

7.1. Revisión y actualización del plan de evacuación del establecimiento 

Se recomienda a la Subdirección Operativa de Gendarmería de Chile, en coordinación con la Dirección 

Regional del Biobío, revisar y actualizar el plan de evacuación aplicable al Complejo Penitenciario Biobío, 

incorporando escenarios de evacuación parcial y total ante emergencias ambientales que puedan afectar el 

funcionamiento del establecimiento. 

Esta actualización debiera definir responsabilidades operativas, rutas de evacuación, mecanismos de 

traslado de personas privadas de libertad y procedimientos de coordinación con otras instituciones que 

intervienen en la gestión de emergencias. 

Asimismo, el plan debiera incorporar protocolos operativos diferenciados para personas con necesidades 

específicas, tales como personas adultas mayores, personas con discapacidad, personas con 

enfermedades crónicas que requieren medicación continua y mujeres embarazadas, con el objeto de 

asegurar que los procedimientos de traslado puedan ejecutarse de manera segura y compatible con sus 

condiciones particulares. 

Plazo sugerido: mediano plazo. 
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7.2. Evaluación periódica de escenarios operativos de traslado. 

Se recomienda a la Dirección Nacional de Gendarmería de Chile efectuar una evaluación actualizada de la 

capacidad disponible en establecimientos penitenciarios de la Región del Biobío y de otras regiones 

cercanas, con el objeto de planificar eventuales traslados extraordinarios de personas privadas de libertad 

en escenarios de emergencia. 

Esta evaluación debiera considerar, entre otros aspectos, los niveles de ocupación de los establecimientos, 

sus condiciones de seguridad y la disponibilidad operativa para la recepción de población penal proveniente 

de unidades afectadas por contingencias que puedan requerir evacuaciones parciales o totales. 

Plazo sugerido: mediano plazo. 

7.3. Gestión preventiva del entorno inmediato del establecimiento 

Se recomienda a la Dirección Regional del Biobío de Gendarmería de Chile, en coordinación con la 

Municipalidad de Concepción y la Delegación Presidencial Regional del Biobío, adoptar medidas de limpieza, 

despeje y manejo de vegetación en el entorno perimetral del Complejo Penitenciario Biobío, con el objeto de 

reducir riesgos asociados a incendios u otras emergencias ambientales que puedan afectar la seguridad del 

establecimiento. 

Estas acciones debieran considerar especialmente la remoción de material vegetal seco u otros elementos 

que puedan favorecer la propagación de incendios en las inmediaciones del recinto, así como la 

coordinación con los organismos competentes en la gestión territorial del riesgo. 

Plazo sugerido: corto plazo. 

7.4. Fortalecimiento de la coordinación interinstitucional para la gestión de emergencias 

Se recomienda a la Dirección Regional del Biobío de Gendarmería de Chile establecer un protocolo 

institucional de comunicación que permita mantener informadas a las personas privadas de libertad y a sus 

familiares en contextos de emergencia que puedan afectar el funcionamiento regular del establecimiento o 

alterar temporalmente el régimen de visitas y comunicaciones. 

Dicho protocolo debiera contemplar la habilitación de canales alternativos de comunicación, tales como 

llamadas telefónicas extraordinarias, mecanismos de información institucional hacia familiares y 

procedimientos claros para la difusión oportuna de información relevante sobre la situación del 

establecimiento y las medidas adoptadas por la autoridad penitenciaria. 

Plazo sugerido: mediano plazo. 
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VIII. Seguimiento y diálogo institucional 

Con el objeto de fortalecer el diálogo institucional previsto en el mandato preventivo del Comité, se 

agradecerá a las autoridades competentes informar acerca de las medidas que se adopten para dar 

cumplimiento a las recomendaciones precedentes. 

El Comité queda disponible para continuar el diálogo con las autoridades competentes respecto de la 

implementación de las recomendaciones formuladas, así como para colaborar en la identificación de 

medidas que contribuyan al fortalecimiento de la gestión preventiva de riesgos en contextos de privación de 

libertad. 

Las recomendaciones formuladas no sustituyen las competencias propias de las autoridades ejecutivas, 

sino que se emiten en el marco del mandato preventivo del Comité. El CPT podrá requerir información sobre 

las medidas adoptadas y efectuar seguimiento conforme a la ley, incluyendo la solicitud de indicadores 

verificables de implementación y plazos estimados de cumplimiento. 

 


